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de las actuaciones con los efectos previstos en el art. 92 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Asimismo se informa sobre la posibilidad de intervenir
en dicho procedimiento por medio de representante, pudiendo
solicitar ante el Colegio de Abogados competente el beneficio
de justicia gratuita y el nombramiento en su caso del Letrado
que le asista, en defensa de sus intereses, de acuerdo con
los requisitos y procedimiento establecidos legalmente al
efecto.

Contra este acto no cabe recurso alguno, pudiendo ale-
garse la oposición al mismo por los interesados, para su con-
sideración en la resolución que ponga fin al procedimiento
conforme a lo previsto en el artículo 107.1 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre.

Huelva, 29 de agosto de 2005.- El Delegado, José Martín
Gómez.

NOTIFICACION de la Delegación Provincial de
Huelva, de Acuerdo de Iniciación en el procedimiento
de desamparo núm. 353-2005-21-000165, del expe-
diente de protección núm. 352-2004-21-000121.

De conformidad con el art. 59.4. de la Ley 30/92, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, y el art. 22 del
Decreto 42/02, de 12 de febrero, del Régimen de desamparo,
tutela y guarda administrativa, y habida cuenta de que no ha
sido posible la notificación, al desconocerse su paradero, se publi-
ca este anuncio, por el que se notifica Acuerdo de Iniciación
en el procedimiento de desamparo núm. 353-2005-21-000165,
expediente núm. 352-2004-21-000121, relativo a la menor
C.M.P., al padre de la misma, don Fernando Manzanero Gallego,
por el que se acuerda:

1. Iniciar el procedimiento de desamparo con respecto
a la menor C.M.P.

2. Designar como Instructor del procedimiento que se
inicia a Miguel Calero Bermejo.

3. Comunicar el presente acuerdo a las partes interesadas
y a los órganos administrativos, de acuerdo con el art. 22.2
del Decreto 42/2002, de 12 de febrero.

Con respecto a los padres o tutores del menor se les
comunica que disponen, según el artículo 24.1 del Decreto
42/2002, de 12 de febrero, de un plazo de quince días hábiles,
a contar desde el siguiente a esta notificación, para aportar
cuantas alegaciones y documentos estimen convenientes y,
en su caso, proponer prueba concretando los medios de que
pretendan valerse.

El artículo 42.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
establece el plazo general para la resolución y notificación
del presente procedimiento de tres meses, pudiendo acordarse
la ampliación del mencionado plazo según el artículo 49 de
la citada norma.

En caso de que al vencimiento del plazo máximo esta-
blecido no se haya dictado y notificado resolución expresa,
se producirá la caducidad del procedimiento. En este supuesto,
la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo
de las actuaciones con los efectos previstos en el art. 92 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Asimismo se informa sobre la posibilidad de intervenir
en dicho procedimiento por medio de representante, pudiendo
solicitar ante el Colegio de Abogados competente el beneficio
de justicia gratuita y el nombramiento en su caso del Letrado
que le asista, en defensa de sus intereses, de acuerdo con
los requisitos y procedimiento establecidos legalmente al
efecto.

Contra este acto no cabe recurso alguno, pudiendo ale-
garse la oposición al mismo por los interesados, para su con-

sideración en la resolución que ponga fin al procedimiento
conforme a lo previsto en el artículo 107.1 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre.

Huelva, 7 de septiembre de 2005.- El Delegado, José
Martín Gómez.

NOTIFICACION de la Delegación Provincial de
Huelva, de Resolución adoptada en el procedimiento
de desamparo de menores núm. 2003/21/0058.

De conformidad con el art. 59.4. de la Ley 30/92, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y el
art. 29 del Decreto 42/02, de 12 de febrero, del Régimen
de desamparo, tutela y guarda administrativa, y habida cuenta
de que no ha sido posible la notificación, al desconocerse
su paradero, se publica este anuncio, por el que se notifica
Resolución de la Comisión Provincial de Medidas de Protección
de la Consejería para la Igualdad y Bienestar Social en Huelva,
de fecha 21.9.05, adoptada en el expediente de desamparo
núm. 2003/21/0058, al padre, don Antonio Martins Penede,
relativo al menor R.M.D., por el que se acuerda:

1. Mantener lo acordado en Resolución de 18 de mayo
de 2005, por esta Entidad Pública y la madre del menor de
referencia, R.M.D.

2. Constituir el acogimiento residencial del menor, que
será ejercido por el Director del Centro «Adonais Emaús» de
Gibraleón (Huelva).

3. Cesar el acogimiento residencial del menor en el Centro
«Vado de los Bueyes» de Lucena (Córdoba).

Contra la presente Resolución podrá formularse oposición
ante el Juzgado de Primera Instancia de Huelva por los trámites
que establecen los artículos 779 y siguientes de la Ley de
Enjuiciamiento Civil, sin que sea necesario formular reclama-
ción previa en vía administrativa, de conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 780 de la citada Ley procesal.

Huelva, 21 de septiembre de 2005.- El Presidente de
la Comisión Provincial de Medidas de Protección, José Martín
Gómez.

CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE

ANUNCIO de la Delegación Provincial de Jaén,
por el que se publican diferentes actos administrativos,
relativos a procedimientos sancionadores en diferentes
materias.

En virtud de lo dispuesto en los artículos 59.4 y 61 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de 1992, por el presente
anuncio se notifica a los interesados que se relacionan los
siguientes actos administrativos, para cuyo conocimiento ínte-
gro podrán comparecer en la sede de esta Delegación Provincial
de Medio Ambiente de Jaén, sita en C/ Fuente del Serbo,
núm. 3, C.P. 23071, Jaén.

Interesado: Don Manuel Agudo Aranda.
DNI: 48870891-P.
Expediente: JA/2005/1198/GC/PES.
Infracciones: 1. Leve. Art. 79.2 Ley 8/2003, de 28 de octubre,
de la Flora y la Fauna Silvestres.
Fecha: 12 de junio de 2005.
Sanción: Multa de 60 a 600 euros.
Acto notificado: Acuerdo de Iniciación expediente sancionador.
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Plazo alegaciones: Quince días hábiles, a contar desde el día
siguiente de la publicación del presente Acuerdo de Inicio.

Jaén, 28 de septiembre de 2005.- La Delegada, Amparo
Ramírez Espinosa.

SOCIEDAD COOPERATIVA ANDALUZA SANTISIMO
CRISTO DE LA SALUD. VILLACARRILLO

ANUNCIO de Asamblea General Extraordinaria.
(PP. 3710/2005).

Por medio del presente edicto, se pone en conocimiento
a todos los socios integrantes de la misma, que el próximo
día 31 de octubre de 2005, a las 19,30 horas en primera
convocatoria y a las 20,00 horas en segunda convocatoria
se celebrara Junta General Extraordinaria, a la cual se les
convoca, celebrándose la misma en el domicilio social de la
sociedad sito en Calle Arco Alto núm. 4 de Villacarrillo, con
el fin de deliberar y decidir sobre los asuntos contenidos en
el siguiente

ORDEN DEL DIA

Punto Primero: Paralización total del funcionamiento de
la Sociedad Cooperativa y despido de trabajadores.

Punto Segundo: Acuerdo de disolución de la Sociedad.
Punto Tercero: Cese de la Junta Directiva (o Consejo Rec-

tor) y actuales administradores.
Punto Cuarto: Nombramiento de los liquidadores y atri-

bución de las facultades que le son conferidas.
Punto Quinto: Otorgamiento de facultades a los liquida-

dores para comparecer ante Notario para elevar a Público el
acuerdo adoptado y lograr la Inscripción en el Registro
Mercantil.

Punto Sexto: Ruegos y Preguntas.

Villacarrillo, septiembre de 2005.- El Presidente de la
Sociedad Cooperativa, Alfonso Díaz Mármol.

COLEGIO PROFESIONAL DE FISIOTERAPEUTAS
DE ANDALUCIA

ACUERDO de 10 de septiembre de 2005, de la
Junta de Gobierno, por el que se aprueba la creación
de los ficheros de carácter público del Ilustre Colegio
Profesional de Fisioterapeutas de Andalucía. (PP.
3454/2005).

La existencia de ficheros con datos de carácter personal
y los avances tecnológicos, singularmente los informáticos,
suponen posibilidades de intromisión en el ámbito de la pri-
vacidad e intimidad, así como la limitación y vulneración del
derecho a la autodisposición de las informaciones que son
relevantes para cada persona. Por ello, el Ordenamiento Jurí-
dico reconoce derechos en este campo y establece mecanismos
para su garantía. La Constitución Española, en su artículo
18, reconoce como derecho fundamental el derecho al honor,
a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen y esta-
blece que «la ley limitará el uso de la informática para garan-
tizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciu-
dadanos y el pleno ejercicio de sus derechos». El Tribunal
Constitucional, interpretando este artículo, ha declarado en
su Jurisprudencia y, especialmente, en sus sentencias
290/2000 y 292/2000, que el mismo protege el derecho
fundamental a la protección de datos de carácter personal,
otorgándole una sustantividad propia. Derecho que la doctrina
ha denominado como «Derecho a la autodeterminación infor-

mativa», «Derecho a la autodisposición de las informaciones
personales» y que, cuando se refiere al tratamiento automa-
tizado de datos, se incluyen en el concepto más amplio de
«libertad informática».

La Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Pro-
tección de Datos de Carácter Personal, y el Real Decreto
994/1999, de 11 de junio, por el que se aprueba el Regla-
mento de Seguridad de los ficheros que contengan datos de
carácter personal, establecen un conjunto de medidas para
garantizar y proteger aquel derecho fundamental.

Los Colegios Profesionales son corporaciones de derecho
público, con personalidad jurídica propia y plena capacidad
para el cumplimiento de sus fines, y respecto a los ficheros
creados o gestionados para el ejercicio de las potestades públi-
cas, se rigen para su registro mediante lo dispuesto en el
artículo 20 de la Ley 15/1999, de 13 de diciembre, de Pro-
tección de Datos de Carácter Personal. Este artículo dispone:

1. La creación, modificación o supresión de los ficheros
de las Administraciones Públicas sólo podrán hacerse por
medio de disposición general publicada en el «Boletín Oficial
del Estado» o diario oficial correspondiente.

2. Las disposiciones de creación o de modificación de
ficheros deberán indicar:

a) La finalidad del fichero y los usos previstos para el
mismo.

b) Las personas o colectivos sobre los que se pretenda
obtener datos de carácter personal o que resulten obligados
a suministrarlos.

c) El procedimiento de recogida de los datos de carácter
personal.

d) La estructura básica del fichero y la descripción de
los tipos de datos de carácter personal incluidos en el mismo.

e) Las cesiones de datos de carácter personal y, en su
caso, las transferencias de datos que se prevean a países
terceros.

f) Los órganos de las Administraciones responsables del
fichero.

g) Los servicios o unidades ante los que pudiesen ejer-
citarse los derechos de acceso, rectificación, cancelación y
oposición.

h) Las medidas de seguridad con indicación del nivel
básico, medio o alto exigible.

3. En las disposiciones que se dicten para la supresión
de los ficheros se establecerá el destino de los mismos o,
en su caso, las previsiones que se adopten para su destrucción.

La creación de estos ficheros se ajusta a los términos
y condiciones fijados en la Ley Orgánica 15/1999, de 13
de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

La Junta de Gobierno consciente de la importancia capital
que tiene la protección de los datos personales para la sal-
vaguarda de la dignidad e intimidad de las personas, en gene-
ral, y de sus colegiados, en particular, en virtud de las normas
expuestas aplicables y en uso de las facultades atribuidas en
el Decreto 177/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueban
los Estatutos del Colegio Profesional de Fisioterapeutas de
Andalucía.

A C U E R D A

Primero. Se crean los ficheros con datos de carácter per-
sonal que se señalan a continuación.

Fichero colegiados. Anexo-I.
Fichero colegiados manual. Anexo-II.
Fichero expedientes deontológicos/sancionadores. Anexo-III.
Fichero formación/cursos. Anexo-IV.


